El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.    El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Acción de Tutela

Accionante: 

Yeison Elías Giraldo Vinasco

Agente oficioso:

Álvaro Vasto Patiño 
Accionados: 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC; Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira; Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad de Puerto Triunfo; Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 

Providencia: 
        
Sentencia de segunda instancia
Providencia: 
Nulidad por violación al derecho de contradicción
Pereira, veintiocho (28) de julio de dos mil diecisiete (2017)
1. Sería del caso resolver la impugnación formulada por la accionada Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC frente a la sentencia proferida el 09-06-2017, por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, que tuteló los derechos fundamentales a la unidad familiar, dignidad humana e igualdad que invocó el agente oficioso, del que es titular el señor Yeison Elías Giraldo Vinasco persona privada de la libertad en el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad de Puerto Triunfo Antioquia, si no fuera porque este Despacho advierte en el presente asunto una causal de nulidad que debe declararse de oficio, ante la falta de poner en conocimiento la nueva y única pretensión de la tutela que dio a conocer en la declaración de 01-06-2017, como pasa a analizarse.
2. Si bien la acción de tutela se caracteriza por la sumariedad y la informalidad, es lo cierto que no es enteramente ajena a las reglas mínimas que gobiernan el debido proceso y el derecho de defensa; en especial y para el caso, las que determinan la obligación de dar a conocer a las partes las nuevas pretensiones y más aún cuando se sustituyen, con el fin de garantizar los derechos de contradicción y defensa; es así que el art. 16 del Decreto 2591 de 1991 establece que las actuaciones surtidas dentro del trámite de tutela deben ser notificadas a las partes o intervinientes, así se garantiza a los terceros la protección de sus intereses, que pueden verse afectados con la determinación que se adopte. 
Es por ello que la Ley, previendo esa necesidad, estableció a través del Decreto 306 de 1992, artículo 4º la aplicación de los principios generales del Código de Procedimiento Civil hoy Código General del Proceso en lo que no sea contrario a dicho Decreto, el que además vela por la notificación oportuna y eficiente como la posibilidad de ejercer el derecho de defensa.

La Corte Suprema de Justicia así lo ha condensado:

Aunque la acción de tutela instituida por el Constituyente como trámite judicial para la defensa de los derechos fundamentales se caracteriza por su brevedad y sumariedad, tal mecanismo no es ajeno a las reglas del debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, dentro de las que se contempla la obligación de notificar a las partes o intervinientes las providencias que se profieran, como que así lo disponen los artículos 16 del Decreto 2591 de 1991 y 5º del Decreto 306 de 1992, pues tales son las oportunidades para que dichas personas ejerzan su derecho de defensa o de impugnación.
3. Una vez revisado el trámite de tutela, se observa que el agente oficioso señaló dentro de las pretensiones que se ordene a los accionados (i) autoricen  inmediatamente las citas médicas con las especialidades que correspondan; (ii) asimismo un tratamiento integral para la patología VIH y depresión severa que padece, o de la enfermedad que le diagnostiquen; y (iii) que en caso que el actor deba asistir a alguna cita o procedimiento en otra ciudad diferente a la que se encuentra el centro carcelario donde está recluido, se autorice.
Posterior a ello, luego de dar traslado a los accionados del escrito tutelar y que estos contestaran e hicieran sus manifestaciones a lo pretendido por el actor, el 01-06-2017 en diligencia de declaración, el agente oficioso, una vez indagado por la Jueza de primera instancia, acerca de pretensión de la acción de tutela, señaló: 

“Que trasladen al señor YEISON ELÍAS GIRALDO VINASCO del establecimiento carcelario de Puerto Triunfo a la ciudad de Pereira, sea al establecimiento penitenciario de Pereira o al Hospital Mental, preferiblemente el Hospital Mental, sin embargo, manifiesta el infectó logo (sic) y la doctora que le manda los medicamentos que él no puede estar en hacinamiento”.

Pretensión que la Jueza de primera instancia tomó para decidir, sin tener en cuenta que el agente oficioso había sustituido las pretensiones de la tutela y por ende era necesario ponerla en conocimiento a las partes, lo que omitió, por cuanto con fecha posterior, profirió sentencia donde en el acápite de “5. LA DISCUSIÓN”, punteó que una vez rindió declaración el agente oficioso y expresó la pretensión de la acción de tutela, el Despacho iba a determinar la viabilidad del traslado del actor del establecimiento penitenciario de Puerto Triunfo Antioquia al establecimiento penitenciario de Pereira o al Hospital Mental del mismo municipio, dejando a un lado las pretensiones iniciales, al considerar que no fueron tenidas en cuenta por el agente oficioso cuando se le interrogó sobre los pedimentos de la acción, para ello citó los artículos 4 y 17 del Decreto 2591 de 1991.
Craso error en que incurrió la primera instancia, porque los accionados no conocieron y por ende no controvirtieron lo pretendido, es más en la apelación del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC resulta evidente que su inconformidad radica en la prestación del servicio de salud, como se pretendió inicialmente, muy a pesar que en el caso concreto expone una situación diferente a la ordenada en el fallo con otras partes que no son la tutela de la referencia.

Aun así, lo pretendido inicialmente por el agente oficioso era que se le preste el servicio de salud al señor Giraldo Vinasco, se le brinde un tratamiento integral y de ser el caso que tenga que asistir a otro lugar diferente al establecimiento donde está recluido, se autorice, lo que implicaba en últimas un traslado transitorio, pero no definitivo, que fue lo que en últimas accedió la primera instancia, porque así lo pidió el agente oficioso en la declaración ya mencionada, de la que vuelve y se insiste, no conocieron los accionados.  
Por otra parte los artículos citados por la Jueza de primer nivel hablan de la interpretación de los derechos tutelados con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia, que en nada tiene que ver con lo que aquí aconteció, y de la corrección de la solicitud, que se pide por el Juzgado cuando no se pudiere determinar el hecho o la razón que motiva la solicitud de tutela, lo que surge una vez se allega el escrito tutelar, situación que no ocurrió en éste trámite, por cuanto la declaración del 01-06-2017 fue con el fin de esclarecer los hechos de la acción, como se estableció en su admisión (fl.30 vto.), que en ningún caso fue una corrección de la solicitud.
De lo redactado con anterioridad, es claro deducir que se debía haber notificado la nueva pretensión del petente en aras de salvaguardar los derechos de contradicción y defensa de los accionados, por lo que se configura la causal de nulidad prevista en el numeral 8 del artículo 133 del C. G. del P. 
5. En consecuencia se declarará la nulidad del trámite tutelar a partir de la sentencia de 9 de junio de 2017, inclusive, a fin de que se proceda a corregir el error advertido, quedando incólume la notificación a los accionados y las pruebas practicadas.
DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, esta Magistratura del TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL SALA CUARTA LABORAL DE PEREIRA, 
RESUELVE
PRIMERO. DECLARAR la nulidad de lo actuado a partir de la sentencia de 9 de junio de 2017, inclusive, proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva, quedando incólume la notificación a los accionados y las pruebas practicadas por lo ya advertido.
SEGUNDO. NOTIFICAR de la presente decisión a las partes.
TERCERO. DEVOLVER por secretaría, el expediente al Despacho de origen, para que rehaga en debida forma la actuación.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

Magistrada
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